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APROXIMACIONES TEÓRICAS PARA EL ESTUDIO DE LOS GOBIERNOS Y LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
EL ESTADO EN ACCIÓN: GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN LAS DEMOCRACIAS CONTEMPORÁNEAS

			BERNABÉ ALDEGUER CERDÁ

			Universidad de Valencia

			GEMA PASTOR ALBALADEJO

			Instituto Complutense de Ciencia de la Administración

			La aproximación a cualquier estudio académico y científico sobre el Gobierno y la Administración Pública1 en las democracias contemporáneas debe comenzar necesariamente por su interpretación como componentes esenciales del Estado, que desempeñan un importante cometido: la materialización de los fines estatales. Por tanto, a través de estas instituciones, el Estado o el Leviathan se hace visible, ejerce su poder y actúa sobre la sociedad, dejando de ser «una idea superior y abstracta» (Baena, 2000: 22) para pasar a convertirse en una «realidad identificable y perceptible» por la ciudadanía (Pastor Albaladejo, 2015: 90). Además, el Gobierno y la Administración Pública, como elementos del Estado, se caracterizan, al igual que éste, por ser productos históricos y contingentes, por lo que su concepción ha variado a lo largo del tiempo en función del contexto social, político, económico y cultural de cada país (Bañón, 1997; Baena, 2000; Pastor Albaladejo, 2012, 2018; entre otros). De este modo, las transformaciones del Estado contemporáneo en el mundo occidental han repercutido e impactado también en la organización y el funcionamiento de sus instituciones, así como en la forma de dirigir y de relacionarse con la sociedad.

			Teniendo en cuenta lo señalado, si se indaga en el proceso de evolución del Estado, se pueden identificar varias etapas históricas que se suelen corresponder con distintos modelos estatales2: el Estado liberal de derecho o el Estado protector o policía; el Estado social de derecho o el Estado del bienestar; el Estado neoliberal o el Estado neogerencial; y el Estado neopúblico o el Estado abierto. El cambio de modelo suele derivarse de la confluencia de factores exógenos y/o endógenos, que han supuesto una reformulación de la misión del Estado en la sociedad, a partir de una reinterpretación acumulativa de sus fines (aumento de funciones, pero conservando, en gran medida, las del modelo anterior), así como de la manera en que debía organizarse y/o actuar para alcanzarlos. Además de los elementos contextuales, las transformaciones posteriores al Estado social y, en consecuencia, los diferentes modelos estatales (el Estado neoliberal, primero, y el Estado neopúblico, después) han sido consecuencia del surgimiento de una serie de corrientes teóricas y paradigmas reformistas (la Nueva Gestión Pública, la Gobernanza, el Nuevo Servicio Público y el Gobierno Abierto, entre otros), que intentan paliar la crisis del wellfare state (económica, institucional y/o política), aportando un conjunto de ideas, instrumentos y valores para modernizar la forma de gobernar y administrar los asuntos públicos con la finalidad de recuperar la legitimidad del Estado en acción; es decir, de mejorar tanto la legitimidad de sus instituciones como la legitimidad de los resultados que éstas han alcanzado por el desempeño de sus funciones estatales.

			La etapa del Estado liberal de derecho fue el inicio de «la democracia en su sentido moderno» (Jaúregui, 1994: 17), un modelo inspirado en el liberalismo político3, cuyos autores ofrecían una serie de alternativas institucionales para que el individuo pudiese obtener su libertad o «el goce pacífico de la independencia privada» (Constant, 1989) frente al poder opresor y absoluto del Estado. Desde esta perspectiva, el Estado liberal se construyó como una armadura institucional para controlar al poder estatal (a través de la división y la separación de poderes) y para proteger a la persona frente a las posibles intromisiones estatales en sus intereses, lo que se garantizó mediante el imperio de la ley, ya que como destacaba Locke «donde no hay ley no existe libertad» (Locke, 1994). Por tanto, uno de los elementos esenciales del Estado liberal fue el «imperio de la ley» o el «gobierno de la ley» (Locke, 1994), lo que significó una «sumisión del Estado al Derecho», que juridificó y racionalizó la vida pública (Baena, 2000: 47), al generarse un ordenamiento normativo de aplicación erga omnes, por lo que todo poder estatal y todo individuo debía regirse y tener un comportamiento ajustado a las normas jurídicas. En consecuencia, la misión del Estado liberal era garantizar el cumplimiento de la ley (como máxima expresión del interés general) para asegurar el orden público4 y la paz social, ejerciendo principalmente funciones de soberanía nacional (seguridad, hacienda, defensa, justicia, asuntos exteriores, entre otras). Para cumplir con este cometido, se reforzó y se concentró el poder estatal, por lo que se constituyó un poder ejecutivo fuerte y centralizado, ya que algunos ideólogos liberales consideraban que «un ejecutivo débil» conduciría a «una ejecución débil del Gobierno» (Madison, Hamilton y Jay, 1994). En términos generales, el poder ejecutivo estaba compuesto por el Gobierno (un grupo cualificado y con experiencia, que emanaba de las clases sociales altas y que era seleccionado mediante elecciones de sufragio restringido), que decidía y formulaba las normas (aunque con el contrapeso parlamentario), y por una Administración profesionalizada (a su personal se le exigía alguna instrucción), que las ejecutaba o aplicaba con racionalidad, bajo la dirección y el control de la institución gubernamental. Charles-Jean Bonnin describió de manera metafórica la dinámica de las instituciones estatales al asociar al Gobierno con la cabeza y a la Administración con los miembros a partir de los que se movía y se ejecutaban sus resoluciones (Bonnin, 2004). Una visión que entronca también con el pensamiento wilsoniano y weberiano de finales del siglo XIX sobre la dicotomía entre Política y Administración (Wilson, 1887; Weber, 1964); es decir, con el enfoque de que las decisiones políticas eran potestad del Gobierno y que la Administración ejercía un papel subordinado e instrumental, como aparato neutral e imparcial destinado a ejecutar las directrices del poder político.

			En la configuración de la Administración liberal se continuó, en cierta medida, con la senda institucional de la etapa anterior, en la que ya se había generado un importante acervo de conocimiento por parte de los cameralistas (los administradores del Estado absolutista). En este sentido, Alexis de Tocqueville (1969) señalaba que «no son, como se ha dicho tantas veces, los principios de 1789 en materia de administración los que triunfaron en esta época y después, sino, por el contrario, los del antiguo régimen, que se pusieron de nuevo en vigor». Además, el autor destacaba que la centralización era también un legado anterior porque, en el modelo absolutista, era necesario implantar una Administración fuerte, cuyo aparato coactivo (ejército, policía y prisiones) pudiese mantener el orden público, un fin estatal que se transfirió también al Estado liberal de derecho. Sin embargo, como destaca Mariano Baena (2000: 91-95) también se ocasionaron algunos cambios relevantes en la Administración liberal, entre otros, los siguientes. En primer lugar, el principio de división de poderes «deslindó definitivamente las funciones judiciales de las administrativas», por lo que la función administrativa adquirió identidad propia y, como consecuencia, se clarificaron las competencias de los órganos unipersonales (tareas ejecutivas) y colegiados (tareas consultivas). En segundo lugar, la Administración se institucionalizó, convirtiéndose en un «elemento estable del Estado», por lo que su obediencia al Gobierno pasó a ser algo contingente o coyuntural, debido a que el personal político (que constituía la institución gubernativa) se renovaba con cada período electoral o como consecuencia de las revoluciones. En tercer lugar, se ampliaron las funciones administrativas, ya que el laicismo estatal obligó a la Administración a «asumir al menos en parte las actividades de beneficencia, sanidad y educación tradicionalmente realizadas por la Iglesia» (una tendencia que se originó en Francia y que se extendió al resto de los Estados durante el siglo XIX). A raíz de lo anterior, se crearon, por primera vez, «los Ministerios de Interior y de la Policía» y, entre ambos, gestionaron los servicios de beneficencia, enseñanza, sanidad y de orden público (en sentido estricto —seguridad y prisiones—), lo que supuso también un aumento en el número de administradores públicos.

			A partir del siglo XIX y hasta mediados del siglo XX, se produjeron una serie de cambios sociopolíticos y económicos (sociedad alfabetizada, extensión del sufragio universal, nacimiento de los partidos de masas, industrialización y desarrollo económico, entre otros), que irán transformando el modelo primigenio del Estado liberal, bajo el telón de fondo de la consolidación de la democracia liberal-representativa, y abonando el camino para la instauración de un nuevo modelo estatal. Desde el siglo XIX, el Estado había comenzado a diversificar sus funciones, ya que los cambios en el contexto generaron nuevas necesidades sociales, por lo que la Administración tuvo que asumir también nuevas actividades, entre otras: correos y telégrafos; control de aduanas; obras públicas (asociadas a la creación del ferrocarril); y concesión de subvenciones a las empresas para impulsar la economía. Además, la expansión colonial (propia de este período) llevó consigo la creación de nuevos órganos en las colonias. Por tanto, durante el período decimonónico se inició un proceso de crecimiento imparable en la estructura organizativa y funcional del Estado, que tenía una correlación directa con el nivel de desarrollo económico alcanzado por cada país, y que implicó un aumento del volumen orgánico de la Administración Pública (generación de nuevos Ministerios y unidades administrativas conforme se asumían nuevas funciones estatales), una tendencia que se volverá imparable hasta los años ochenta del siguiente siglo. Asimismo, a inicios del siglo XX, el Estado liberal llevó a cabo, en su estructura organizativa, un «proceso de integración» de una serie de grupos y entidades sociales que no formaban parte de la esfera pública, concretamente de algunas entidades de carácter corporativo (organizaciones profesionales, cámaras de comercio, asociaciones empresariales, entre otras) y de los municipios (Esteve Pardo, 2015: 25). En el caso de los municipios, dejaron de ser corporaciones o agrupaciones sociales para pasar a convertirse en un nuevo nivel territorial de Administración Pública, por lo que, antes de la instauración del Estado social o del bienestar, ya habían desempeñado importantes actividades prestacionales (abastecimiento de agua, alumbrado, etc.) y la estructura administrativa central había aumentado de tamaño, ya que se había descentralizado en otros ámbitos geográficos. A nivel político y social, el siglo XX significó la consolidación definitiva de la «era de democracia de masas» (Martínez Cuadrado, 1994), lo que supuso una democratización de la vida pública y el punto de inflexión para la transición definitiva del «Estado monoclase» al «Estado pluriclase» (Giannini, 1979; Baena, 2000); es decir, de un Estado elitista y oligárquico, que remaba a favor de las clases acomodadas o privilegiadas (aquellos que poseían un determinado estatus social y económico y que podían participar en la vida política), hacia un tipo de Estado democrático y social, que estaba al servicio de todos los ciudadanos (sin discriminarlos por razón económica, social o de cualquier otro tipo) para asegurarles una existencia digna, por lo que debía garantizar una serie de derechos (políticos, sociales y económicos) a toda la población, en condiciones de igualdad, con la finalidad de promover su desarrollo personal y su bienestar.

			El Estado social de derecho o el Estado del bienestar ya había venido manifestándose desde mediados del siglo XIX en Alemania, aunque no se consolidó como nuevo modelo estatal europeo hasta el siglo XX y, en especial, tras la Segunda Guerra Mundial, al concebirse como una solución necesaria para asegurar la estabilidad económica y garantizar el bienestar de una sociedad devastada por la guerra. En el caso de Estados Unidos, el modelo welfare state surgió durante la presidencia de Franklin D. Roosevelt y, en particular, a partir de las políticas de New Deal, unas medidas destinadas a paliar la grave crisis que se desencadenó con el crash del 1929. En cualquier caso, en los países de tradición constitucionalista, el Estado social de derecho se irá institucionalizando a través de su reconocimiento específico en la constitución y/o en las leyes5. Una cuestión relevante es que el Estado del bienestar tuvo que ejercer un papel activo en la vida económica y social para garantizar los nuevos derechos adquiridos por la población, lo que derivó en un aumento y en una diversificación de sus fines. En concreto, a sus funciones clásicas de soberanía se sumaron nuevas funciones sociales y económicas con la finalidad de redistribuir la riqueza para proteger a los ciudadanos con menos recursos, y de producir y prestar servicios, en igualdad de condiciones, a toda la población (sanidad, seguridad social, cultura, educación, vivienda, entre otros) para, así, asegurar la cohesión social. Por tanto, en este período, se generó un Estado omnipresente en la sociedad, que debía no sólo formular y diseñar políticas públicas para dar respuesta a los problemas sociales, lo que era un cometido del Gobierno (aunque lo hacía con el apoyo o juicio técnico de la alta función pública en el proceso decisional, superándose —en la práctica— la clásica dicotomía entre Administración y Política, porque —a nivel formal— los marcos constitucionales continuaban destacando la separación entre las dos esferas), sino también desempeñar una importante actividad prestacional, producir y prestar servicios públicos (ajustados a las múltiples y diversas demandas sociales), lo que suponía una nueva actividad para la Administración, que iba acompañada de otras tareas operativas (como la gestión de los medios —humanos, presupuestarios, materiales, técnicos, etc.— para prestar los servicios). Por tanto, no es de extrañar que, para mejorar el arte de gobernar y administrar, se originasen, en este período, las Ciencias de las Políticas o The Policy Sciences (Lerner y Lasswell, 1951), una nueva rama del conocimiento y disciplina académica destinada a «explicar los procesos de elaboración y ejecución de las políticas, y […] localizar datos y elaborar interpretaciones relevantes para los problemas de políticas de un período determinado» (Lasswell, 1951).

			Sin embargo, ¿cómo se organizó el Estado del bienestar para desarrollar sus múltiples políticas y servicios públicos? Para afrontar sus nuevos retos, el Estado adoptó la estrategia clásica de extensión y de fragmentación, una tendencia típica desde el siglo XIX, que se agudizó en la etapa del bienestar, lo que llevó consigo un aumento del tamaño y del volumen orgánico del Gobierno y de la Administración Pública existente en cada ámbito geográfico (estatal, local, regional y/o provincial —en su caso—). En virtud del principio de descentralización funcional, los órganos centrales de cada nivel de Gobierno y Administración generaron una pluralidad de organizaciones o administraciones instrumentales (organismos autónomos, entidades públicas empresariales, fundaciones públicas, consorcios, sociedades mercantiles, entre otras) para desempeñar competencias especializadas en el marco de una política pública. Además, el tamaño de las estructuras administrativas de cada nivel gubernamental también creció de manera considerable, en dos sentidos: en su dimensión horizontal (amplitud organizativa), como consecuencia de la creación de nuevos órganos o departamentos especializados en la programación y gestión de las nuevas políticas estatales del bienestar (educación, sanidad, cultura, empleo, seguridad social, etc.); y en su dimensión vertical (altura organizativa), porque se generaron nuevos niveles en la jerarquía, concretamente se aumentaron los órganos directivos. Además, la globalización y la internacionalización de la economía y la política llevó consigo un incremento de la presencia estatal en otros países (para defender sus intereses y los de los ciudadanos residentes), por lo que, siguiendo la tendencia burocrática de aumentar las dimensiones vertical y horizontal, se acrecentó el tamaño de la Administración en el exterior (misiones diplomáticas, oficinas consulares, etc.) y también se enviaron delegados y representantes de los gobiernos a las diversas organizaciones internacionales (Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Organización de las Naciones Unidas, etc.) y supranacionales (Unión Europea), en las que se debatían cuestiones relevantes para los Estados. Es pertinente destacar que esta proliferación imparable de organizaciones y de órganos iba acompañada, al mismo tiempo, de la asignación de los recursos administrativos necesarios (humanos, presupuestarios, materiales, etc.) para el desempeño de sus funciones. Por tanto, el mantenimiento del bienestar por el Estado (casi en solitario) suponía un elevado coste para las arcas públicas, sobre todo cuando la demanda social iba in crescendo (surgen nuevas necesidades: medio ambiente, ordenación del territorio, calidad de vida, etc.) y no había solvencia económica suficiente, ni tan siquiera para continuar garantizando los servicios esenciales de este período (educación y sanidad).

			A finales de los años setenta y principios de los ochenta del siglo XX, se comenzó a poner de manifiesto la crisis del Estado del bienestar, derivada especialmente de la insostenibilidad económica y financiera del modelo. Además, el Estado y, en consecuencia, sus instituciones ejecutivas, no sólo carecía de recursos económicos (por su excesivo déficit público), sino también de recursos cognitivos, de la expertise y de las capacidades técnicas necesarias para afrontar y gestionar, sin riesgos, la complejidad de los problemas emanados de una sociedad diversa y de un mundo globalizado (que también requería de modelos eficaces de gobernanza multinivel). A ello se sumaba que el modelo del bienestar generó unos ciudadanos con demandas y expectativas ilimitadas, que exigían más y mejores resultados públicos (políticas y servicios), por lo que la no respuesta a sus solicitudes podía erosionar (y de hecho erosionaba) la legitimidad del Estado y de sus instituciones. Esta confluencia de circunstancias, entre otros motivos, fue un buen «caldo de cultivo» para el advenimiento de un nuevo modelo estatal: el Estado neoliberal o el Estado neogerencial. El modelo neoliberal surgió en el mundo anglosajón, a partir de las políticas de los gobiernos conservadores de Margaret Thatcher en el Reino Unido y de Reagan en EEUU. A partir de entonces, sus ideas se extendieron con fuerza por el resto de los países occidentales, sobre todo tras el nacimiento de un nuevo paradigma modernizador (inspirado en teorías economicistas), la «Nueva Gestión Pública» (Hood, 1991), que funcionó como una especie de «producto para una marca blanca», ya que tanto gobiernos de derecha como de izquierda incluyeron, en mayor o menor medida, sus principios en sus programas de reformas públicas (Arenilla, 2011: 28).

			El Estado neoliberal replanteó el sistema de organización y de funcionamiento del modelo estatal anterior (fundamentado en el modelo clásico burocrático) y, en consecuencia, reformuló la manera de gobernar y administrar los asuntos públicos para continuar ofreciendo políticas y servicios a los ciudadanos en un contexto de crisis económica y de alta deslegitimación de lo público, ya que existía una percepción social generalizada de que las instituciones estatales no cumplían con sus cometidos y que, además, eran incapaces de satisfacer sus necesidades porque despilfarran recursos o los utilizaban para cubrir otro tipo de intereses, alejados del interés general (corrupción política y administrativa). Por ello, ante un Estado burocrático que actuaba de manera ineficaz e ineficiente, el ideario neoliberal de la Nueva Gestión Pública (NGP) abogaba por un «Estado modesto» (Crozier, 1997), por un Estado mínimo en el que se debía imponer la primacía del mercado (como ejemplo del «buen hacer») para continuar cumpliendo con los objetivos sociales (proveer bienes y servicios a la población) y para mejorar los resultados públicos, ahorrando costes. Ello significaba romper con el antiguo y obsoleto estilo de gobernar y administrar los asuntos públicos (asentado en unos principios del siglo XIX que se habían ido consolidando en el período del Estado del Bienestar) e iniciar el camino hacia una verdadera transformación del Gobierno y la Administración Pública. Este proceso modernizador no sólo implicaba adaptar sus estructuras, procedimientos y procesos de trabajo al nuevo enfoque por resultados, sino también transferir las técnicas y los mecanismos de mercado a su modelo de gestión e incorporar, al mismo tiempo, los valores economicistas de las tres «E» (eficacia, eficiencia y economía) para ir instaurando, de esta manera, una nueva cultura, unas nuevas formas de hacer y de actuar en el entorno de lo público. En concreto, algunos de los postulados neogerenciales, que fundamentaron la reinvención del Estado y, consecuencia, de sus instituciones ejecutivas de acción, fueron los siguientes (Guerrero, 1999; Olías de Lima, 2001; Ramió, 2001; Arenilla, 2011; entre otros): la minimización del tamaño de las estructuras (eliminación de órganos directivos, intermedios y consultivos) para aplanar la jerarquía y limitar el poder de la burocracia; la agencialización, creación de unidades pequeñas y muy especializadas, que funcionaban de manera autónoma e independiente del control político y burocrático para mejorar la eficacia y eficiencia; la desregularización de la actividad empresarial y supresión de controles para que se pueda actuar libremente en el mercado; la flexibilización en la contratación de los empleados públicos frente a la estabilidad funcionarial; la evaluación tanto del rendimiento de los empleados públicos como de los resultados de la gestión pública; la clientelización del ciudadano, su concepción como un sujeto que paga sus impuestos y tiene derecho a elegir servicios y a obtener una prestación de calidad, que satisfaga sus necesidades y expectativas; la gestión de la calidad de los servicios, mediante la utilización de diversos instrumentos, entre otros, las Cartas de Servicios, las técnicas de análisis de la demanda, y las encuestas de satisfacción (para escuchar la voz del consumidor o usuario del servicio); y la colaboración público-privada, a través de la aplicación de diversas fórmulas de gestión indirecta de servicios (externalización, contratación externa, etc.) destinadas a romper con el monopolio del Estado (y de su burocracia) en la provisión de servicios públicos. La aplicación de los principios neogerenciales en los Estados contemporáneos ha contribuido a mejorar la eficacia en la acción pública (Pollitt, 2007: 40), aunque la eficacia gubernamental no garantiza, por sí misma, una mayor calidad de la democracia (Lijphart, 2000: 280). En este sentido, la obsesión del Estado neoliberal por utilizar la lógica y los valores del mercado en la acción pública para lograr la legitimidad por resultados ha provocado una disociación entre Estado y democracia. En concreto, el modelo neoliberal o neogerencial ha vaciado al Estado de los valores democráticos, ya que «ha dejado fuera de la agenda a la equidad, la justicia, la representación o la participación» (Pollit, 1990: 138), olvidándose, así, de la democracia y de los ciudadanos per se (Pollitt, 2007: 40). Esta desnaturalización de lo público se intentará subsanar con nuevas ideas y enfoques, que intentan reconciliar el Estado con la democracia.

			En el siglo XXI, el modelo del Estado neopúblico o del Estado abierto se ha introducido con fuerza en los debates académicos y en los discursos político-administrativos, sobre todo a raíz de los paradigmas modernizadores neopúblicos: «Nuevo Servicio Público» (Denhardt y Denhardt, 2000) y «Gobierno Abierto» (OCDE, 2003). La finalidad de este nuevo modelo estatal no sólo es garantizar las políticas del bienestar (y las de tercera y cuarta generación) para asegurar la cohesión social, sino también mejorar la democracia. Desde esta perspectiva, los actores del Estado en acción (el Gobierno y la Administración Pública), además de desarrollar su función social, recuperan, así, su función política. En lo referente a la función política, el modelo neopúblico pretende promover los valores democráticos en la acción pública, en las formas de hacer y actuar del Gobierno y la Administración Pública, pero poniendo su punto de mira en el ciudadano, a quien concibe como cómplice de la acción pública, convirtiéndolo en co-decisor, co-creador, co-gestor y co-evaluador de las políticas y servicios públicos. Por ello, la transparencia, la rendición de cuentas, la participación y la colaboración se destacan como los ejes fundamentales de este nuevo estilo de gobernar y administrar con la intención de recuperar la naturaleza pública de las instituciones y su esencia democrática. De ahí que el Estado neopúblico se conciba también como un «Estado cívico» (Guerrero, 1999), como una entidad que debe promover la educación y la cultura cívica con la finalidad de construir ciudadanía, de generar capital social y de avanzar hacia una sociedad más equitativa, justa, informada, participativa, colaborativa y corresponsable con los asuntos públicos.

			Teniendo en cuenta este panorama general sobre cómo ha ido evolucionando el Estado en acción a lo largo del tiempo y, en consecuencia, cómo se ha transformado su modelo de gobernar y administrar los asuntos públicos, se estima necesario reflexionar y profundizar sobre algunos temas que forman parte del debate académico contemporáneo. A tal efecto, se ha coordinado un monográfico titulado Democracia, Gobierno y Administración Pública contemporánea, por lo que su denominación deja entrever que su contenido ha sido ideado para cumplir un objetivo fundamental: aportar un conocimiento básico que contribuya a conocer los modelos normativos (pasados y presentes) y las líneas de acción, que han orientado y/o deben orientar a estas instituciones públicas, así como a sus principales actores estratégicos en los sistemas políticos democráticos representativos contemporáneos. Para cumplir con este cometido, la obra se estructura, además de este capítulo introductorio, en diecinueve capítulos que se distribuyen en tres bloques temáticos.

			El primer bloque sobre «Aproximaciones teóricas para el estudio de los Gobiernos y la Administraciones Públicas» contempla los diferentes marcos interpretativos que han fundamentado los modelos organizativos y funcionales de estas instituciones públicas a lo largo del tiempo y que han inspirado, además, sus procesos de reforma o transformación. Por tanto, esta primera parte contribuye a enmarcar el resto de los bloques y de los capítulos, en la medida en que presenta aspectos clásicos, modernos y posmodernos del pensamiento político y administrativo desde una aproximación renovada. En concreto, el capítulo 2 se dedica a «Política, Administración Pública y Democracia», de forma que sus páginas intentan dar respuesta a algunas cuestiones clave sobre la relación y los vínculos entre la democracia y la Administración Pública. El capítulo siguiente (capítulo 3), titulado «Burocracia y Administración. El paradigma burocrático y el pensamiento weberiano» se adentra en el modelo tradicional de los Gobiernos y las Administraciones Públicas a partir de una reflexión sustentada en las ideas de su autor original, Max Weber. Bajo el título «Las Ciencias de Políticas: Análisis de Políticas Públicas», el capítulo 4 se aproxima a la disciplina de las Policy Sciences, destacando el estado de la cuestión en el panorama académico español y aportando también una serie de elementos analíticos que pueden resultar útiles para explicar los procesos de las políticas, sobre todo teniendo en cuenta que este saber científico contribuye a aportar un «conocimiento necesario para mejorar la práctica de las democracias» (Lasswell, 1951). El capítulo 5 sobre «Nueva Gestión Pública e Innovación en el sector público» se introduce en los fundamentos de este modelo neogerencial de modernización de la gestión pública, que lleva consigo la exportación de las ideas, los valores y las técnicas del sector privado al sector público con la finalidad de innovar sus maneras de hacer y actuar. A continuación, el capítulo 6 denominado «Tecnocracia y Gestión Pública» se adentra en uno de los postulados que defiende el pensamiento neogerencial, la despolitización de la gestión pública y la apuesta por la tecnocracia, por lo que, en su contenido, se realiza una exposición detallada sobre este tema con la finalidad de comprender las lógicas y las estructuras vinculadas a la tecnocracia, así como su impacto sobre las democracias contemporáneas. El capítulo 7 aborda el paradigma de la gobernanza a través del estudio de la «Gobernanza multinivel en el marco de la Unión Europea», aportando una visión teórica sobre cómo gestionar los asuntos públicos en modelos descentralizados en lo que se deben priorizar las relaciones intergubernamentales. Finalmente, este bloque finaliza con un capítulo sobre los últimos paradigmas modernizadores de la acción pública, titulado «Nuevo Servicio Público y Gobierno Abierto: Enfoques para democratizar la gestión pública» (capítulo 8), una tendencia que nutre actualmente los discursos académicos con la pretensión de superar algunas ideas neogerenciales y recuperar la misión institucional de los Gobiernos y las Administraciones Públicas como entidades que ejercen una función social y política que contribuye a aportar calidad a las democracias.

			El segundo bloque, bajo el epígrafe «Gobiernos y Administraciones Públicas en acción», hace referencia a cómo actúan o deben actuar los Gobiernos y las Administraciones (inspirados en algunas de las ideas o los ejes de los paradigmas modernizadores de la acción pública) para mejorar sus procesos, políticas y servicios públicos y recuperar la legitimidad democrática en la actualidad. Por ello, su contenido reúne una serie de contribuciones de académicos especializados en los temas abordados y que se han considerado como relevantes a la hora de comprehender, de forma exhaustiva, la compleja y multidimensional relación entre la democracia, el Gobierno y la Administración Pública contemporánea. En concreto, cada uno de los capítulos, que componen este bloque, profundiza en uno de los ejes estratégicos y/o elementos de gestión que deben tenerse en cuenta para transformar la gestión de los asuntos públicos tales como: la transparencia (capítulo 9); la rendición de cuentas y el control del gasto público (capítulo 10); la ética pública y la gestión de la integridad (capítulo 11); la colaboración público-privada (capítulo 12) y sus diferentes facetas (partenariado, cogestión, privatización, coproducción); la confianza y su impacto en los procesos colaborativos (capítulo 13); la comunicación institucional y la gestión de la información (capítulo 14); la tecnologías o los recursos tecnológicos (capítulo 15); el marketing territorial y la diplomacia pública (capítulo 16); y la gestión del riesgo (capítulo 17). Además, algunos de estos capítulos también ofrecen un conocimiento empírico (estudios de caso) sobre cómo se han desarrollado algunos de estos ejes transformadores o ámbitos de gestión en la práctica.

			El tercer bloque sobre «Agentes estratégicos para la acción pública» ahonda en algunos de los actores clave en la gestión de los asuntos públicos, en especial, en aquellos actores institucionalizados. El capítulo 18 se introduce en los empleados públicos, con especial atención en su tipología y sus competencias profesionales. El capítulo 19 se focaliza en la alta función pública, destacando las especificidades de este colectivo, sus fuentes de poder y su ámbito de actuación, y prestando especial atención a los dilemas que plantea su coexistencia con los directivos públicos profesionales. El tercer bloque y, así, el conjunto de la obra finaliza con un análisis actual del papel que desempeñan los grupos de interés en los procesos de adopción de decisiones públicas (capítulo 20).

			Por otro lado, hay que resaltar que la obra se distingue por su clara vinculación y vocación académica. Esta afirmación no sólo se constata en el hecho de que sus autores y autoras son docentes e investigadores en diferentes universidades españolas (Universidad Autónoma de Madrid, Universidad Carlos III de Madrid, Universidad Complutense de Madrid, Universidad da Coruña, Universidad de Alicante, Universidad de Barcelona, Universidad de Granada, Universidad de Málaga, Universidad de Santiago de Compostela, Universidad de Valencia, Universidad Miguel Hernández, Universidad Pablo de Olavide y Universidad Rey Juan Carlos de Madrid), sino también en que sus principales destinatarios son los estudiantes universitarios de grado o postgrado, que cursan alguna asignatura en la que se pueda tratar, de manera general o específica, el tema del Gobierno y la Administración Pública.

			Además, desde un punto de vista sociopolítico, el contenido de este libro puede resultar útil para aquellos actores que intervienen, de algún modo, en la gestión de los asuntos públicos, y que deseen obtener un saber aplicable, que le aporte valor a su actividad profesional. Así como a cualquier persona interesada que quiera adquirir una formación básica sobre este tema, por lo que, desde esta perspectiva, esta obra puede servir también como un instrumento fundamental para aportar educación a la ciudadanía.

			En definitiva, el libro aporta un conocimiento fundamental, sistematizado y fácilmente comprensible para introducirse en el estudio de las complejas relaciones que se entablan entre la Democracia, los Gobiernos y las Administraciones Públicas contemporáneas. Un trinomio lleno de vicisitudes y de complejidades, sobre todo porque son instituciones que se encuentran en perpetuo cambio, por ser productos históricos y contingentes (como se ha destacó al principio de este capítulo). Sin embargo, no se puede obviar la importancia de poder contar con marcos conceptuales e interpretativos que conduzcan a reflexionar y construir un conocimiento transformador adaptable a los nuevos tiempos, ya que, como bien decía Leonardo Da Vinci, «la práctica siempre debe ser edificada sobre la buena teoría».
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					1 En este capítulo se utilizan los términos Gobierno y Administración Pública en singular, pero teniendo en cuenta que es sólo una licencia del lenguaje, porque no se debe obviar que actualmente coexisten distintos niveles de Gobierno y diferentes tipos de Administraciones Públicas.

				

				
					2 A efectos de este capítulo, la indagación en el proceso de transformación del Estado se inicia con el Estado liberal de derecho por ser el período en el que surge la democracia moderna frente al poder absoluto del rey o príncipe, que caracterizaba al Antiguo Régimen o al Estado absoluto.

				

				
					3 Entre los autores precursores del liberalismo político se destacan Locke (1632-1704) con su obra Segundo tratado sobre el gobierno civil (publicada por primera vez en 1690) y Montesquieu (1689-1755) con su publicación Del espíritu de las leyes. Además, las ideas de Locke y Montesquieu también fueron la fuente de inspiración de otros autores, entre otros, el estadounidense Madison (1751-1836), el francés Constant (1767-1830), y los ingleses Benthan (1748-1832) y J. Mill (1773-1836), quienes concretaron y ampliaron los elementos y mecanismos institucionales del liberalismo clásico.

				

				
					4 En este período, el término orden público debe interpretarse en un sentido amplio, ya que hacía referencia a distintas actividades estales: «seguridad, la tranquilidad y la salubridad públicas y personales» (Bonnin, 2004). 

				

				
					5 En 1919, la Constitución de Weimar de Alemania hacía referencia a una serie de derechos sociales, pero el proyecto se paralizó con el advenimiento del régimen nacionalsocialista. Después de la Segunda Guerra Mundial, fue el primer país en reconocer el Estado democrático y social de derecho en la Ley Fundamental de Bonn de 1949. 
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1. INTRODUCCIÓN

			La relación entre democracia y Administración Pública, así como entre política y Administración Pública puede entenderse como parte de una misma paradoja: se necesitan, pero a la vez se pueden entorpecer la una a la otra (Peters, 2010). Algunos autores consideran que la democracia no puede sobrevivir sin una Administración Pública efectiva, eficiente, competente y responsable; sin embargo, su propia existencia contradice la noción democrática del gobierno por el pueblo (Etzione-Halevey, 1983; Hamilton, 2006; Box, 2006). En el mismo sentido, Berkley y Rouse (2004) señalan que la Administración Pública y la democracia son antitéticas, pero al mismo tiempo son complementarias. Algo parecido se puede decir respecto a la política y la Administración, puesto que ambas tienen que ir de la mano y son interdependientes en una democracia, pero al mismo tiempo se requiere una distancia o una frontera clara entre los objetivos políticos y lo que tiene que ser una actuación profesional, de interés general y no partidista por parte de la Administración Pública. A grandes rasgos, ésta ha sido la idea central, aunque con matices importantes, en la mayoría de los estudios sobre la Administración Pública a lo largo del siglo XX.

			Se considera poco deseable una posible injerencia de la política en la Administración Pública y, al mismo tiempo, se obvia las aportaciones de ésta a la política. Partiendo del ideal weberiano, una gran parte de la academia ha argumentado que debería haber una línea clara que permitiera la independencia y neutralidad de la Administración Pública respecto de la política (Svara, 2001; Box, 2007). La Administración Pública tiene sus propios valores y reglas, e idealmente se debe mantener al margen de los eventos de la política. La desconfianza a una relación de interdependencia entre ambas se debe a las posibles desviaciones partidistas del ejercicio público y, por lo tanto, al riesgo de corrupción. Esta estricta dicotomía fundamentó los inicios de la teoría de la Administración Pública.

			El debate se complica cuando se pone en la ecuación el funcionamiento de la democracia, el ideal de una burocracia neutral ha sido ampliamente cuestionado por diferentes autores, quienes consideran que existe una importante interacción y solapamiento entre política, democracia y Administración Pública (Heclo y Wildasky, 1974; Simon, 1976; Olsen, 1983; Polsby, 1984; Campbell, 1983; Svara, 2001; Peters, 2001; Brugué, 2014). A medida que los ciudadanos han incrementado la demanda de transparencia y de rendición de cuentas, uno de los temas que más preocupa es el debate sobre la necesidad de que la Administración Pública pueda estar sujeta a principios democráticos. Ejemplos de ello son Estados Unidos, y algunos otros países como Reino Unido, donde la diferencia entre Gobierno y Administración Pública ha sido un tema central del desarrollo de los derechos democráticos.

			No se trata de un debate nuevo, el problema ya era planteado por el elitismo de finales del siglo XVIII, aunque desde una perspectiva negativa, puesto que sólo permitía que propietarios y miembros de la clase más alta formarán parte de la Administración Pública (Mosher, 1982). En cambio, las versiones más recientes y conformes al mundo contemporáneo democrático aspiran a infundir principios democráticos a la Administración Pública como la participación ciudadana en la formulación e implementación de las políticas públicas. Por lo tanto, la relación entre política, democracia y Administración Pública no es un tema menor, al contrario, es un tema crucial para el funcionamiento de la sociedad del siglo XXI. Una sociedad en la que existe una gran demanda de actuación por parte del Estado como principal responsable de resolver retos y problemas públicos con mayor transparencia y rendición de cuentas.

			El objetivo de este capítulo es ofrecer un análisis sobre las principales corrientes que se han desarrollado en las últimas décadas desde la Ciencia Política en relación con ambos binomios (democracia y Administración Pública y política y Administración Pública) y extraer, a partir de aquí, algunas conclusiones. Tras esta breve introducción se describe cómo se ha entendido a lo largo del tiempo el papel de la Administración Pública para situar al lector en el debate actual. En la tercera parte, se describen los diferentes modelos que desde un punto de vista teórico describen la relación entre política y Administración Pública. En el cuarto epígrafe, se analizan los elementos del debate contemporáneo sobre democracia y Administración Pública con especial énfasis en el debate sobre la transparencia y la rendición de cuentas. El capítulo finaliza con algunas reflexiones a modo de conclusión.

			
2. BREVIARIO SOBRE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN EL PENSAMIENTO POLÍTICO

			La teoría sobre el papel de la Administración Pública es anterior al debate iniciado por Max Weber en Europa y por Woodrow Wilson en Estados Unidos. A lo largo del siglo XIX, se consideraba que el objetivo era mantener a la Administración Pública subordinada y controlada por el poder político. Por lo tanto, se concibe como una pieza más del engranaje sin capacidad de reflexión y cuyas acciones siempre estaban sujetas a las órdenes de los políticos. Los pensadores liberales ya defendían que la actuación de los funcionarios públicos debía ajustarse a las normas del Estado de Derecho. Es decir, la Administración debía ser controlada a través de normas o reglamentos jurídicos que establecían el límite entre lo que se podía o no se podía hacer, tipificando sus posibles modos de actuar. Esta idea de separación y neutralidad política comienza a resquebrajarse a medida que el incremento de las tareas del Estado lleva a la necesidad de una burocracia profesionalizada y blindada de los cambios políticos. A ello se suman los diversos escándalos de corrupción política en Estados Unidos y en Reino Unido a lo largo del siglo XIX (Mosher, 1982; Hamilton, 2006). En concreto, en Estados Unidos, por ejemplo, hubo una importante alarma por la corrupción en la Administración Pública derivada del «spoils system» o sistema del botín, introducido por el presidente Andrew Jackson, que consistía en repartir únicamente los cargos en la Administración Pública entre los leales al partido victorioso (Arnold, 2003).

			La corrupción y desconfianza generalizada hacia la Administración Pública nutren el ideal de la burocracia profesionalizada de Weber, que establece una clara distinción entre político y funcionario. Román (2001) explica claramente este asunto, destacando que se puede ser funcionario o político en dicho ideal, obedecer o ser obedecido, controlar o ser contralado, dirigir o ser dirigido, pero nunca estar en ambos lados. Esta clara diferenciación entre las tareas de cada uno implicaría que el control político de la Administración no precisa de niveles intermedios de personal que canalicen las órdenes políticas a través de las vías administrativas. La manera de evitar solapamientos es garantizar la profesionalidad y los valores técnicos a la hora de solucionar los problemas públicos. Se entiende entonces que la profesionalización de la Administración Pública es útil para mantener la imparcialidad y la objetividad de los servidores públicos. El funcionario, al contrario del político, carece de valores, juicios o idelogía, por lo que no aporta tampoco nada a la política, siendo un simple ejecutor. La imagen del administrador público vaciado de valores e ideología es intrínseca a la idea de su neutralidad política y de la separación estricta entre ambas esferas.

			El ideal weberiano ha sido muy influyente en el desarrollo de la Administración Pública en Europa, principalmente, y en el resto del mundo. Sin embargo, ello no quiere decir que no hayan surgido críticas. Diversos autores han puesto de manifiesto que la independencia profesional de la burocracia puede ser también un problema, ya que puede conducir a la pasividad o al desinterés hacia los fines y objetivos del gobierno (Downs, 1964; Wood y Flinders, 2014). Desde este punto de vista, la neutralidad no garantiza la deseada independencia de la Administración Pública, sino que la desvaloriza.

			En los años veinte y treinta del siglo XX, hay un giro que busca priorizar la eficiencia del gobierno con base en el conocimiento científico (Lindblom, 1959). Se considera que los avances en la ciencia y, en particular, los avances en la ciencia administrativa de las empresas deberían aplicarse a la Administración Pública para mejorar su eficiencia. Muchas de estas ideas aún tienen vigencia, aunque actualizadas por el paradigma de la Nueva Gestión Pública, como se menciona más adelante. Paradojicamente, la deseada conjunción entre Administración Pública y ciencia provocó algunos problemas, los líderes políticos tuvieron dificultades para reconciliar eficiencia y democracia (Hamilton, 2006). Por ejemplo, la reducción de los presupuestos en determinadas políticas que desde un punto de vista de la eficiencia científica son injustificables, pero que tienen un alto valor simbólico en una comunidad determinada (Ingraham y Rosenbloom, 1990). En la década de los años treinta del siglo pasado y, sobre todo, tras la Segunda Guerra Mundial, la gestión administrativa remplazó el énfasis ideológico en la eficiencia, aunque no ha dejado de ser del todo uno de los objetivos de cualquier gobierno.

			La idea de que la burocracia es uno de entre los diversos actores participantes en el proceso de elaboración de las políticas públicas se refuerza en los años sesenta. En concreto, se le considera ni más ni menos que el actor que tiene la principal responsabilidad en la implementación de las políticas (Peters, 2010). Este cambio de perspectiva proviene, en parte, del análisis de Lipset (1950), quien llega a la conclusión de que el crecimiento de las tareas del Estado y la necesidad de una Administración Pública cada vez más grande y compleja para llevarlas a cabo, convierte a la burocracia en un actor autónomo con capacidad de influenciar el resultado final de las políticas públicas. Lipset señala que las burocracias han acumulado importantes recursos (conocimiento y experiencia en la gestión de recursos públicos) que les permite boicotear y provocar el fracaso de aquellos programas de gobierno que no comparten o que les inquietan. Otra aportación interesante del mismo autor es la idea sobre el papel como mediador que muchas veces ejerce la Administración Pública entre el Estado y los grupos de interés. Unas tareas que, por su naturaleza, generan un incremento en la autonomía y discrecionalidad de la Administración Pública. Ello proporciona a la burocracia un poder autónomo de toma de decisiones que desafía directamente al ideal de neutralidad política.

			En los años ochenta y noventa del siglo pasado, las ideas sobre la Nueva Gestión Pública en relación con las características y funcionamiento de la Administración Pública adquieren una notable importancia (Osborne y Glaebler, 1992; Barzelay, 2001; Osborne et al., 2013). En términos generales se puede decir que los sistemas administrativos en las democracias occidentales se basan en una compleja mezcla de normas y valores, conectada con códigos de conducta profesional; control administrativo; reglas de responsabilidad democrática de los gobiernos; ética del servicio público o la participación de los grupos afectados (Olsen, 1997). Esta complejidad del servicio público moderno es cuestionada por la Nueva Gestión Pública, que propone diversos cambios que llevan a una ola de reformas basadas en un modelo económico de gobierno. La idea principal es cambiar la Administración Pública a partir de una transformación profunda de su cultura administrativa y sus objetivos.

			El siglo XX concluyó con la reforma de la Administración Pública tradicional, o de estilo burocrático basada en la Nueva Gestión Pública, como uno de los temas prioritarios en las agendas de los gobiernos. Una ola de carácter global, basada en la idea liberal de reducir la carga administrativa para mejorar la eficiencia de los gobiernos, llevó a la privatización y la externalización de los servicios públicos. Para la Nueva Gestión Pública el principal objetivo debe ser obtener resultados cuantificables que permitan valorar la eficacia de los servicios públicos, aplicando criterios de la gestión empresarial y los incentivos del mercado (incluyendo, cuando sea posible, la privatización). De este modo, las estructuras y culturas burocráticas del pasado, regidas por reglas, serán sustituidas por entidades más pequeñas, flexibles y orientadas al usuario. El punto de llegada es un Estado mínimo que desarrolle sólo las funciones que son necesarias de una forma eficaz y efectiva.

			La reforma de la Administración Pública, basada en estos fundamentos teóricos, favorece la generación de una serie de propuestas que potencian los márgenes de discrecionalidad en la toma de decisiones. Estas propuestas conllevan, por ejemplo, otorgar a determinados funcionarios públicos (aquellos que tengan ciertos méritos de acuerdo con la óptica de la competitividad) capacidad de decisión para determinar los estándares de cumplimiento de los servidores públicos o reorganizar los servicios prestados a partir de indicadores de rendimiento. Para conseguir transformar una burocracia jerárquica en una burocracia orientada a «satisfacer» la demanda de los ciudadanos se requiere introducir formas de gestión propias del sector privado, emplazando a los funcionarios a encaminar su trabajo hacia la obtención de resultados y no tanto hacia el cumplimiento de las instrucciones (Pollitt y Bouckaert, 2000).

			La Nueva Gestión Pública ha sido ampliamente criticada por actores políticos y por académicos, quienes consideran que los servicios públicos deben escapar, en la medida de lo posible, a la lógica del mercado, pues su función principal no es sólo el bienestar individual, sino el bienestar y el interés general. En este contexto, surgen nuevas ideas sobre la importancia de incluir a la Administración Pública en un marco de gobernanza con el objetivo de dar solución a los problemas de sociedades globalizadas, cambiantes y socialmente complejas debido a la multiplicidad de actores (Bang, 2015; Peters y Pierre, 2016). La idea de gobernanza y el papel de la Administración Pública se abordarán con más detalle en las próximas secciones, en particular en el cuarto apartado que profundiza en la relación entre democracia y Administración Pública.

			
3. CLAVES DEL BINOMIO FORMADO POR LA POLÍTICA Y LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

			Desde un punto de vista jurídico, las esferas de la política y de la Administración, al menos en Europa, están claramente separadas (Mouritzen y Svara, 2002). Sin embargo, existen diferencias importantes entre países en el alcance de esta separación no sólo desde el punto de vista del derecho, sino también desde el punto de vista del análisis de las políticas públicas. Por ejemplo, en casos como el de la Administración estatal de España, el nombramiento de ministros y secretarios de Estado sigue un modelo mixto basado, principalmente, en su afiliación política al partido que esté gobernando, siendo secundarios otros méritos. Estos cargos tienen la función de conducir la ejecución de la política pública, pero su función real es supervisar que se cumpla el programa político del partido en el gobierno (Parrado-Díez, 2001). Ello muestra nuevamente que el reino de la política y la Administración Pública son inseparables y se influencian mutuamente.

			March y Olsen (1995) hacen referencia al «intercambio de perspectivas», que se refiere a como ambas fuerzas (control político e independencia profesional) pueden llevar al dominio de una sobre la otra o a un cierto equilibrio entre ambas. El nuevo institucionalismo normativo (March y Olson, 1989; Di Maggio y Powell, 1991; Peters, 1998) complementa este punto de vista al destacar que, además, los miembros de la Administración Pública actúan en términos de lo que se considera una conducta apropiada para que las instituciones funcionen. Esta conducta permitiría equilibrar la relación, por una parte, los políticos saben que es necesario manifestar respeto por la función de los servidores y públicos y, por otra parte, estos últimos saben que es necesario mantener un compromiso de rendición de cuentas.

			En suma, al contrario de lo que se pensaba a principios del siglo XX sobre la clara separación entre política y Administración Pública, en el presente se considera que este binomio no se puede entender sin tener en cuenta que se trata de una relación interdependiente y/o complementaria. Los gobiernos tienen como atribución esencial la toma de decisiones en todos los ámbitos sociales, lo cual implica la máxima responsabilidad sobre las políticas públicas que afectan a la totalidad de la sociedad. Siendo el conjunto de las Administraciones Públicas el que se encarga de implementar dichas políticas públicas como brazo ejecutor gubernamental al servicio del Estado.

			Esta complementariedad implica que la política y la Administración Pública no son reinos inseparables y que su relación no puede entenderse como una variable constante, sino dinámica y condicionada por diferentes factores (Jacobsen, 2006). Algunos de éstos son de carácter estructural como el funcionamiento y el diseño de las instituciones y el sistema jurídico, y otros son de carácter exógeno como los cambios demográficos o los cambios políticos que van de la mano de la elección de un nuevo gobierno. Siguiendo al mismo autor, el binomio formado por la política y la Administración Pública se puede interpretar como una división del trabajo entre los políticos —los gobernantes— y los administradores de la política. Y que diferentes contextos, tamaños de gobierno o sociedad, y recursos pueden llevar a diferentes formas de división de trabajo.

			Si se interpreta la relación entre política y Administración Pública como complementaria y dinámica, también se puede constatar que, incluso dentro de un sistema político determinado, las distintas organizaciones que forman la Administración Pública están inmersas en diferentes entornos que provocan resultados diversos a la hora de implementar una política pública (Jacobsen, 2006). Además, puede haber diferencias sustanciales en cuanto al rendimiento, dependiendo del tamaño de la población y del lugar, ya que la relación entre los servidores públicos de un ayuntamiento de 1.500 habitantes y el gobierno no puede ser la misma que en una ciudad de 160.000 habitantes con una compleja actividad económica.

			En entornos estables la mayor parte de las interacciones entre los políticos y la Administración Pública se pueden formalizar disminuyendo la necesidad de interacción directa entre las dos esferas. En cambio, en contextos turbulentos o de cambios en los que se forman coyunturas críticas, la existencia de reglas y estándares de procedimiento son menos apropiados y existen más espacios para recurrir a decisiones alternativas, no tenidas en cuenta hasta ese momento pero que permiten una salida política viable similar al modelo de decisión conocido como el cubo de basura (garbage can processes) (Cohen, March y Olsen, 1972; Kingdon, 1995). La idea del cubo de basura implica que las decisiones públicas se toman no necesariamente buscando exhaustivamente la mejor opción, sino la que está más a mano o soluciones que antes se habían desechado —de ahí la metáfora del cubo de basura— y que pueden ofrecer una salida a una situación de crisis o de estancamiento en un momento determinado.

			En otras palabras, es inevitable una interacción más directa entre los políticos y la Administración Pública encargada de implementar las políticas públicas en situaciones de crisis y de inestabilidad (Mintzberg, 1979; Perrow, 1986). Es más, en situaciones de crisis, los políticos están más activos, por lo que se incrementa la probabilidad de que sus órdenes se solapen con funciones propias de los funcionarios y otros servidores públicos (Jacobsen, 2006). Ejemplos de crisis pueden ser las catástrofes naturales y otros eventos inesperados como los ataques terroristas o accidentes nucleares, pero también crisis institucionales, como, por ejemplo, el desacuerdo entre las fuerzas políticas para formar gobierno.

			La idea de complementariedad se basa en la premisa de que los políticos y los administradores públicos trabajan conjuntamente en búsqueda del bienestar general y de la gobernanza. De este modo, la complementariedad implica la existencia de dos partes separadas, pero que actúan conjuntamente. En términos muy llanos, se trata de una interacción que involucra el control político de las acciones y, al mismo tiempo, la independencia profesional de los servidores públicos. Algunos estudios empíricos sugieren que la complementariedad describe de forma convincente la relación entre política y Administración Pública en sociedades democráticas. Por ejemplo, Jacobsen (2006) ha demostrado que, en los municipios noruegos, la complementariedad es el modelo que mejor describe la relación, ya que la interacción produce una influencia recíproca. El autor sugiere que los miembros de la Administración Pública influyen en la definición de las políticas, tanto en su contenido como en su interpretación, al tiempo que le otorgan un contenido y significado a la hora de implementar la política.

			Más allá de la necesaria complementariedad entre ambas partes del binomio no se deben obviar los problemas y posibles desajustes. Por ejemplo, si el control político es muy dominante y la Administración Pública depende demasiado de él, el riesgo de corrupción es elevado, ya que los mecanismos de control sobre la actuación política quedan diezmados y fuera del alcance del control de los funcionarios. Por ejemplo, cuando los organismos de fiscalización y control de cuentas no tienen suficiente autonomía el riesgo de corrupción política es mayor. En el sentido opuesto, también puede ser pernicioso que la autonomía de la burocracia conduzca a que los administradores públicos velen más por sus propios intereses que por el interés público (Svara, 1989; Jacobsen, 2006). Estos retos o disfunciones son consustanciales a la discusión que se plantea en el próximo epígrafe sobre la relación entre Administración Pública y democracia.

			
4. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y DEMOCRACIA EN LA ERA DE LA INFORMACIÓN

			La democracia hace referencia a un modelo de organización política en el que prima el principio del derecho a votar a quien gobierna, entendiendo al gobierno como el principal responsable de ejecutar las decisiones de políticas públicas. En contrapartida, la Administración Pública se caracteriza por una racionalidad distinta a la electoral, orientada al cumplimiento sistemático de las decisiones políticas, sin que primen intereses políticos o ideológicos, como grupo o a título individual. Ambas están intrínsecamente relacionadas, aunque se trata de una relación descrita por algunos autores como antitética y paradójica (Etzioni-Halevey, 1983; Box, 2007; Peters, 2010). La democracia necesita de la Administración Pública para funcionar, pero la lógica jerárquica del funcionamiento de la Administración Pública puede poner en cuestión algunos principios democráticos como la igualdad y la participación. Hasta hace relativamente poco tiempo, la burocracia se percibía como un ente que ejecuta los servicios públicos manteniendo una distancia con los ciudadanos, considerados como receptores, pero no como participantes. En la práctica, sin embargo, esta idea es cuestionada porque los miembros de la Administración Pública tienden a convertirse en portavoces y defensores de su ejercicio. Actúan para que su intervención sea más valorada, respetada y necesaria para toda la sociedad y no sólo por parte del poder político (Lipset, 1950).

			La pregunta que surge entonces es ¿se puede conciliar Administración Pública y democracia? Dado que se complementan ¿cuánta distancia es necesaria entre ambas? No existe un consenso a la hora de responder a estas preguntas, sino un conjunto de ideas que han dado forma al debate actual sobre democracia y Administración Pública. Este conjunto de ideas se puede clasificar en dos grandes escuelas, a las cuales ya se ha hecho mención: la Nueva Gestión Pública y la gobernanza. A continuación, se hace mención a las principales ideas de ambas corrientes teniendo en cuenta su influencia en el debate contemporáneo sobre democracia y Administración Pública.

			La Nueva Gestión Pública aboga por una restricción del tamaño de la Administración Pública para evitar que se pervierta el funcionamiento democrático de las instituciones. Uno de los argumentos esgrimidos, sobre todo en países de tradición liberal como Estados Unidos y el Reino Unido, es que la expansión de la Administración Pública hace más dependientes a los ciudadanos del gobierno y menos propensos a participar en la solución de los problemas públicos (Nigro y Richardson, 1987: 102-103). Una democracia efectiva requiere de un buen y modernizado funcionamiento de la burocracia, en el marco de una racionalidad sistémica en la que los ciudadanos participan en los procesos políticos, manifiestan sus opiniones y éstas son tenidas en cuenta.

			El gobierno sobredimensionado y la ineficiencia de la Administración Pública son una amenaza para la democracia, pues convierten al ciudadano en un esclavo de una especie de «burocratitis» (Mosher, 1968; Niskanen, 1971). La solución consiste en «reinventar al gobierno» mediante la privatización y la subcontratación de los servicios públicos (Osborne y Gaebler, 1992) y que el ciudadano sea, a la vez, considerado como cliente de un servicio al que se le exige parámetros de calidad y eficiencia.

			Las reformas basadas en la eficiencia de los mercados parten de la idea de que la Administración Pública y, en concreto, las grandes burocracias son ineficientes y no dan soluciones adecuadas a las demandas de los ciudadanos, puesto que no responden a los incentivos que tienen las empresas privadas, como la competencia y el reconocimiento basado en el resultado final. Un servicio público más cercano al funcionamiento de la empresa privada es más cercano al ciudadano y sus demandas y, por lo tanto, más democrático, pues no sólo tiene en cuenta las prioridades de los gobernantes, sino también de los gobernados.

			Los opositores a estas ideas sugieren que la privatización también implica una pérdida de valores democráticos ya que no se tiene en cuenta los costes sociales. Ni tampoco una visión amplia del bienestar y del interés general que vaya más allá de la voluble satisfacción del ciudadano en un momento determinado. Desde el punto de vista del funcionamiento de la democracia es especialmente relevante el riesgo que supone adoptar la lógica del mercado en el ámbito de lo público, dado que puede tener consecuencias tanto en el ethos público como en la falta de rendición de cuentas. La privatización de los servicios públicos lleva a que los beneficiarios del servicio desvinculen responsabilidad política y servicio público, ya que las quejas o críticas no se canalizan a través de un debate político, sino de una hoja de reclamaciones. De acuerdo con autores como Waldo (1992) y Woods (2006), los defensores de la Nueva Gestión Pública pasan por alto el debate sobre el funcionamiento democrático de la Administración Pública a favor de una reducción de la burocracia que tiene como único objetivo la eficiencia y maximizar los beneficios de los mercados y grandes corporaciones empresariales.

			La perspectiva de la gobernanza, en cambio, parte de una visión menos polarizada de la sociedad y de la democracia. Se trata de una perspectiva en gran medida contemporánea a la Nueva Gestión Pública, más próxima al contexto europeo. La idea de gobernanza se identifica con la reforma de la Administración Pública y, en el análisis de las políticas públicas, con la creación de redes de políticas públicas (policy networks) en las cuales la Administración Pública tiene un papel sustancial. Al mismo tiempo, también hace referencia a un proceso en el que intereses en conflicto se acomodan de forma más o menos consensuada en el tiempo para garantizar la gobernabilidad del sistema político. El gobierno es considerado como el actor principal de una compleja red de actores en la que políticos, Administración Pública y grupos de interés interactúan para solucionar los problemas públicos. En este contexto, la Administración Pública se convierte en un puente entre los diversos actores de la red y, por lo tanto, en un actor crucial para lograr una buena gobernanza (Peters, 2010).

			La gobernanza como forma de gobierno es necesaria en sociedades complejas, en las que existe una creciente demanda de seguridad, servicios y políticas públicas que van más allá de las tareas tradicionales del Estado. De forma paralela, otra razón crucial por la cual la gobernanza como modelo de gobierno se ha extendido es la crisis de confianza y legitimidad de los actores políticos tradicionales (los partidos políticos, la Iglesia o los sindicatos). Es significativo que la crisis de confianza en los sistemas democráticos haya surgido tras un período de intensa reforma en los métodos del Estado del bienestar, puesto que han supuesto un verdadero esfuerzo por «modernizar» la Administración Pública pero los resultados no son evidentes para el público en general (Lenoble et al., 2010).

			Los primeros estudios sobre gobernanza enfatizaban el papel de los diferentes actores y de su coordinación, mientras que los análisis más recientes hacen hincapié en la necesidad de incorporar prácticas de rendición de cuentas, transparencia y participación democrática en la implementación de las políticas públicas (Peters, 2010; Lenoble et al., 2010). La idea de gobernanza se ha transformado en los últimos años, y en algunos casos se ha substituido, por el paradigma del gobierno abierto (open government) aunque son ideas complementarias sobre cómo democratizar los gobiernos y la Administración Pública. Las nuevas tecnologías de la información (TIC) han incrementado la urgencia y la atención prestada a las políticas de transparencia. Internet, las redes sociales, los teléfonos inteligentes y el acceso a la información en tiempo real han cambiado las expectativas de los ciudadanos sobre su interacción y los servicios que pueden recibir de los gobiernos y la Administración Pública. No sólo han cambiado las expectativas sobre los servicios que pueden ofrecer los gobiernos, sino también las demandas de acceder a la información sobre la actividad del gobierno, la forma en la que se toman las decisiones, los actores que participan en la toma de decisión y su implementación. En definitiva, la demanda de una mayor transparencia en los asuntos públicos es actualmente ineludible.

			De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE, 2017), el gobierno abierto es un elemento fundamental de una sociedad democrática. Ponerlo en marcha implica la apertura de procesos, procedimientos, documentos y datos del gobierno para el escrutinio público y la participación que sólo es posible gracias a las nuevas tecnologías de la información. La expectativa es que la transparencia, la rendición de cuentas y la participación ciudadana promuevan la integridad del sector público, que es esencial para recuperar y mantener la confianza de los ciudadanos en la neutralidad y fiabilidad de las Administraciones Públicas. Se debe decir que no se trata de una idea nueva, la legislación sobre acceso a la información pública es un precedente importante. No obstante, las nuevas tecnologías permiten un salto cualitativo en el contenido de los conceptos de transparencia, rendición de cuentas y participación ciudadana (Parrado, 2013). Todos ellos conceptos inherentes a la democracia.

			En otras palabras, en el paradigma actual de la Administración Pública la transparencia es una piedra angular que refuerza no sólo aspectos como la eficiencia, sino también otros más complejos como su carácter democrático. El debate no es si hace falta transparencia sino determinar cuánta información es necesaria para conseguir los objetivos de la transparencia, qué tipo de información y cómo debe ser presentada dicha información. Es decir, es preciso que las políticas públicas de transparencia en la Administración Pública vayan más allá de la simple publicidad de datos que por sí misma no implica una mayor transparencia sino se publicita de forma clara y entendible para los ciudadanos. Por otra parte, también estaría la discusión entre la transparencia pasiva (que sería justamente aquella transparencia relacionada con la publicación de datos sobre las actividades del gobierno para su consulta) y lo que sería la transparencia activa (que implica la reutilización y interpretación o reinterpretación de la información por parte de los ciudadanos) (Parrado, 2013; Harrison y Sigit, 2013). En definitiva, la implementación de la transparencia no es un tema que esté cerrado y continuará siendo un reto fundamental. El debate sobre el binomio democracia y Administración es intrínseco a una sociedad democrática y sin duda la transparencia y los otros dos elementos del gobierno abierto (participación ciudadana y rendición de cuentas) son cruciales para establecer sus límites.

			
5. CONCLUSIONES

			En este capítulo se ha descrito de forma breve la evolución teórica sobre la relación entre dos binomios complementarios, aunque revestidos de diversas contradicciones: la política y la Administración Pública; y, la democracia y la Administración Pública. La teoría coincide en describir como paradójica la relación entre los elementos de ambos binomios. La política carece de capacidad ejecutiva sin la Administración Pública y esta última necesita de la política para tener una guía sobre el interés general de sus servicios. Como resultado, sin la Administración Pública, las políticas públicas derivadas de acuerdos democráticos no llegarían a los ciudadanos. Sin embargo, una Administración Pública demasiado dependiente del poder político y un poder político que no respeta a los servicios públicos pueden llevar a la deslegitimación del sistema democrático, debido a perversiones como la corrupción de la esfera pública. El objetivo de la discusión sobre las claves de ambos binomios ha sido plantear cuáles son las ideas y las perspectivas teóricas que tienen una importante repercusión en el debate contemporáneo sobre un tema trascendental de la Ciencia Política y la Administración.

			El ideal weberiano sobre la necesaria neutralidad política de la burocracia ha dado paso a una perspectiva más compleja en la que se acepta las dificultades de cumplir con este ideal. La Administración Pública no sólo es un participante neutral, sino que adquiere intereses, experiencia y conocimiento sobre las soluciones a los problemas públicos en el ejercicio de su tarea. Ello la convierte en una herramienta, pero también en un actor relevante que tiene una cierta autonomía para influenciar el resultado de las políticas públicas. Por lo tanto, de este binomio se debe destacar la interdependencia —no exenta de paradojas— pero también, en un sentido más positivo, la complementariedad entre ambos componentes.

			Una de las ideas más sugerentes en el análisis de la interacción entre política y Administración Pública sugiere que, además, no se debe entender en términos estáticos, sino más bien como una relación dinámica (puede cambiar en el tiempo). Una relación sujeta a la influencia de factores culturales y por el peso de la historia que ha construido sus características en un contexto determinado tal como sugiere Baena del Álcazar (2005) pero también por otros factores del contexto político como la forma territorial o el tamaño poblacional de las diferentes unidades políticas de un país determinado.

			El análisis del primer binomio, sin embargo, se vuelve más complejo si se da la vuelta a la moneda y se mira la cara complementaria del debate: la relación entre democracia y Administración Pública. Cualquier sistema democrático en la actualidad mantiene un debate abierto sobre la democratización de la Administración Pública, se ha dejado de entender a la democracia y Administración Pública como dos esferas diferenciadas. El debate sobre la gobernanza de sociedades cada vez más complejas —caracterizadas por una creciente demanda de servicios públicos y de políticas públicas que respondan a retos globales— implica una corresponsabilidad de actores políticos, grupos de interés y la sociedad civil, pero también de la Administración Pública.

			El uso exponencial de internet y otras herramientas de comunicación como las redes sociales ha incrementado la atención que se le presta al funcionamiento de la Administración Pública y su carácter democrático, a partir de tres ideas que conforman el debate sobre el gobierno abierto: transparencia, rendición de cuentas y participación ciudadana. Internet, las redes sociales, los teléfonos inteligentes y el acceso a la información en tiempo real han cambiado las expectativas de los ciudadanos sobre su interacción con los gobiernos y la Administración Pública. También se ha vuelto inevitable que vayan de la mano democracia y acceso a la información sobre la actividad del gobierno, la forma en la que se toman las decisiones, los actores que participan en la toma de decisión y su implementación. Un reto en el que la Administración Pública no sólo es un actor ejecutor, sino participante.
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1. INTRODUCCIÓN

			Max Weber (1864-1920) se ha convertido en una figura de obligada referencia para cualquier interesado en el estudio de la Administración. Sus contribuciones resultan enriquecedoras para este tipo de trabajos en un doble sentido. Por un lado, sus reflexiones sobre la burocracia constituyen un punto de partida básico para el estudio del fenómeno. Por otro, Weber puede ser considerado uno de los padres de la Ciencia Social contemporánea y, por tanto, acercarse a su pensamiento siempre conlleva —o, mejor dicho, debería conllevar— aprender de los problemas metodológicos a los que se enfrentó y de los procedimientos que propuso y practicó para solventarlos. Este conocimiento, que será de gran utilidad para aquel investigador cuyo objeto sea el comportamiento humano más o menos institucionalizado, además resulta la única forma de entender correctamente las contribuciones weberianas a la materia.

			La burocracia debe ser entendida en el pensamiento weberiano como parte de un «tipo ideal» (sin que ideal signifique aquí «normativo» o referido al deber ser) intensamente relacionado con la modernidad, el capitalismo o la democracia, relaciones que abordamos más adelante. Pero antes de ello, el presente capítulo deberá exponer qué es un tipo ideal y en qué consiste la Ciencia Social para Weber. Posteriormente, se pormenorizarán las características de dicho tipo ideal y, para concluir, se recogerán y comentarán algunas críticas contra el mismo, sugiriendo algunas líneas de investigación pendientes.

			
2. TIPOS IDEALES Y CIENCIA SOCIAL

			El planteamiento epistemológico weberiano puede entenderse como el ofrecimiento de una alternativa a un dilema de primer orden en su contexto1. Por un lado, el positivismo, que consideraba posible extraer leyes de validez universal sobre la cultura a imagen de las Ciencias Naturales. Por otro lado, el idealismo historicista, que propugnaba que el estudio de las acciones humanas en la historia tiene un carácter distinto al estudio de la naturaleza, pues cada acción es en extremo particular, incomparable a otra, impidiendo la generalización. En base a esta premisa, concluían que el trabajo posible en este ámbito debe limitarse a la comprensión hermenéutica de la cultura.

			Algunos pensadores neokantianos como Heinrich Rickert plantearon la posibilidad de una Ciencia de la cultura generalizadora, aunque sin dejar de reconocer la diferencia de este campo de estudio y de su objeto. Ésta es la posición que desarrolló Weber, buscando superar las limitaciones del idealismo y el historicismo e incorporando además algunas ideas clave de Karl Marx o Nietzsche: la importancia de los intereses económicos y del poder, respectivamente, como factores de explicación.

			La Ciencia Social que Weber define tiene como objetivo la comprensión del significado atribuido por los individuos a sus acciones y de las motivaciones que llevan a realizarlas; en particular, los patrones de significado con mayor influencia en las acciones estructuradas. En otras palabras: Weber puso en el centro de su estudio los efectos de la cultura sobre la acción social. Sin embargo, esta «comprensión» no es meramente empática y subjetiva, como proponían los idealistas, sino que introduce la posibilidad de explicar las causas de los fenómenos. Ahora bien, se trata de una explicación causal que en ningún momento trata de subsumir en su totalidad al hecho en una ley general, pues se entiende que la realidad social es de carácter particular y siempre más compleja de lo humanamente aprehensible. En otras palabras: en Ciencias Sociales nuestros objetos y conceptos no se pueden definir mediante el recurso al «género próximo» y la «diferencia específica» de la lógica tradicional: el hombre puede definirse como «animal racional», o el triángulo como «polígono de tres lados», pero esta lógica no funciona para definir los conceptos de las Ciencias Sociales (tipos ideales), como, por ejemplo, el de la burocracia.

			Como consecuencia, para conocer un fenómeno cultural la Ciencia Social tiene que recurrir a construcciones racionales de carácter general con las que comparar la realidad. Esta construcción es a lo que Weber llama «tipo ideal». Los tipos ideales son conceptos claros y precisos construidos por el investigador para el estudio científico. Dada la imposibilidad de recoger toda la complejidad de la realidad en un concepto, los investigadores seleccionan y acentúan algunos elementos o aspectos de la misma, destacándolos sobre el resto en función del interés de investigación. Estos elementos constituyen el tipo ideal. Por tanto, los tipos ideales no deben ser confundidos con la realidad: no son sino imágenes mentales construidas ad hoc para la investigación. Estos tipos pueden no encontrarse exactamente en la realidad; de hecho, parece lo normal dada la sistematicidad del instrumento y la complejidad de la realidad, aunque un excesivo alejamiento de lo real conllevará la inutilidad del tipo para la investigación empírica2.

			Precisamente esta distancia con la realidad hace útiles a los tipos ideales en varios aspectos. En primer lugar, nos permiten conocer la realidad constatando el grado de aproximación o lejanía del objeto particular estudiado con respecto a nuestras construcciones conceptuales. Así podremos saber si los actores que estudiamos han avanzado, a través de su comportamiento, hacia el tipo ideal, sea de forma premeditada o no, o si bien se encuentran considerablemente alejados. También permiten comparar distintas situaciones (por ejemplo, comprobar si en algunos países la Administración se acerca más al tipo burocrático que en otros) y nos permite generar preguntas causales (¿qué hay en unos países que no hay en otros y produce estas diferencias?).

			La forma que adquiera el tipo ideal no es aleatoria, sino que vendrá determinada por la perspectiva empleada en la investigación. En este sentido, el tipo ideal se construye «en relación con los valores» (Wertbeziehung). Es decir, los conceptos en Ciencias Sociales se construyen por referencia a ciertos valores que permiten realizar la selección de aspectos de la realidad mediante la que construimos los tipos ideales: del mismo hecho histórico, la Historia de la Moda destacará unos elementos que probablemente sean muy distintos de aquellos que resulten interesantes para una Historia Política. Esto no significa que el investigador pueda, arbitrariamente, elegir estos valores (a riesgo de engendrar un estudio completamente irrelevante): estos valores serán aquellos dominantes en su época. Eso sí: dado que los valores dominantes son cambiantes, las Ciencias Sociales se ven envueltas en un continuo proceso de rejuvenecimiento. Visto por el lado pesimista: las investigaciones están condenadas a anquilosarse; a hacerse irrelevantes por responder a preocupaciones ya olvidadas. Será entonces el momento de generar nuevos tipos ideales que respondan a las nuevas preocupaciones.

			Esta «relación con los valores» en ningún caso quiere decir que estemos ante un trabajo menos científico. Debe diferenciarse claramente el perspectivismo weberiano del relativismo o subjetivismo: mientras que para Weber es cierto que el acceso a la realidad está mediado por nuestros conceptos, que sólo iluminan una parte de dicha realidad, esta realidad no varía por mucho que los investigadores cambiemos los conceptos con los que la analizamos.

			Para Weber también debía diferenciarse de forma tajante la labor de la Ciencia Social (como ámbito especializado en el conocimiento de los hechos sociales) de la labor de otros ámbitos intelectuales que se ocupan de la elaboración y promoción de ciertos juicios de valor. La Ciencia que Weber defiende está basada únicamente en la razón instrumental —esto es, en la razón que analiza la adecuación de los medios a emplear para conseguir los fines propuestos— y ésta no permite saltar el abismo que media entre el conocimiento de los hechos (investigar si lo que hay se acerca más o menos a un tipo ideal, y por qué) y su enjuiciamiento (valorar si es bueno o malo que exista, o qué debe hacerse). Desde una posición ciertamente nietzscheana, Weber niega que la razón instrumental pueda establecer qué fines son mejores. Como consecuencia, quedan separadas como labores humanas radicalmente distintas la Ciencia, por un lado, y la creación y difusión de ideologías, por otro.

			Lo que la Ciencia sí puede hacer respecto a estos juicios de valor es analizarlos, sea en sí mismos o comprobando las bases empíricas que podrían respaldarlos o refutarlos. Por ejemplo, podrían demostrarse falsos los hechos sobre los que dichos juicios dicen asentarse, o recordarse experiencias anteriores en los que los medios que se quieren utilizar no han resultado en los fines que se dice perseguir, u otros casos en los que esos medios han conllevado efectos considerados negativos y que ahora no habían sido tenidos en cuenta. Desde la filosofía también se podría analizar la coherencia lógica de los argumentos, o advertir si algunos valores han sido silenciados en el juicio.

			Como se verá, Weber realiza algunas advertencias respecto a la burocracia (así como respecto a lo que la propia Ciencia debe hacer), pero siempre teniendo en cuenta que su labor no es la de santificar con el manto de la Ciencia juicios de valor, sino analizarlos y advertir contra sus errores. Por tanto, no se puede pensar que Weber construyera «un modelo ideal» de burocracia; lo que ofrece es un «tipo ideal». Veamos en qué consiste este tipo en concreto.

			
3. TIPOLOGÍA DE LA «DOMINACIÓN»: LAS CARACTERÍSTICAS DE LA DOMINACIÓN LEGAL-RACIONAL

			Todo investigador de la Administración se preguntará en algún momento al menos tres cuestiones. Primero, por qué obedece el aparato administrativo. Segundo, por qué este aparato logra obediencia entre la población general3. Tercero, por qué el aparato administrativo es como es y no de otra forma. Weber ayuda a responder las tres preguntas.

			En su obra póstuma Economía y Sociedad y, en particular, en su tercer capítulo («Los tipos de dominación»), Max Weber (2007b) se plantea las razones o motivos por los cuales un poder puede lograr ser obedecido4. Debe entenderse aquí por obediencia que quien sigue las órdenes lo hace como si hubiera convertido dichas órdenes en máxima de su comportamiento. En otras palabras: quien obedece acepta el mandato. Weber propone llamar a esta probabilidad de obediencia «dominación» (Herrschaft), mientras que relega la palabra «poder» (Macht) —más difusa y, por ello, menos útil a la Ciencia Social— para significar la capacidad general de imponer la voluntad de uno en una relación social, incluso contra la resistencia del otro (Weber, 2006: 162).

			Aunque la obediencia del aparato administrativo se pueda lograr mediante el acostumbramiento de los que obedecen a recibir órdenes, o mediante la movilización de intereses materiales (sea vía prebendas o mediante un salario fijo, o porque se entiende que el fin de la orden coincide con los intereses propios, o porque se establecen castigos a la desobediencia), o incluso por motivos afectivos (porque la orden gusta), estos motivos por sí solos no «podrían representar un fundamento seguro para la dominación». Para Weber existe otro factor explicativo de la obediencia que es «la creencia en la legitimidad de la dominación» (Weber, 2007b: 60), que se convierte en el criterio fundamental para su tipología de la dominación.

			Debe entenderse que legitimidad no tiene aquí ningún contenido normativo o valorativo (no se trata de si a Weber o a nosotros nos parece bien); simplemente, describe una situación en la que un poder es considerado legítimo. Para este capítulo los motivos por los cuales se cree en esta legitimidad son importantes porque, como explica Weber, «según sea el tipo de legitimidad pretendida, así será el tipo de obediencia y el tipo de aparato administrativo que la garantice»; es decir, así se organizarán los bienes materiales necesarios y las personas que, en mayor o menor grado, están especializadas en la ejecución de las órdenes del poder, incluidas las sanciones llegado el caso. Por ello, Weber elige este aspecto y no otro como criterio clasificatorio (Weber, 2007b: 61).

			Los tres tipos ideales de dominación (recuérdese: constructos racionales, simplificaciones para analizar una realidad compleja y mixta, que por tanto nunca se dan en la historia de forma pura) se erigen atendiendo a distintas características que resultan coherentes según el tipo de legitimación, como la forma de organización, los medios administrativos, la relación con la economía o el carácter de las normas. Weber comienza su presentación por el tipo legal-racional, el específicamente moderno, para después mostrar cómo el resto de los tipos se alejan de la «racionalidad»: el valor dominante de nuestro tiempo según lo entiende el autor. Por motivos expositivos, se invertirá aquí el orden de la presentación, con la precaución hecha de que estos tipos no deben tomarse como si fueran históricamente sucesivos.

			
3.1. LA DOMINACIÓN CARISMÁTICA


			Se trata de una dominación basada en que los seguidores de la persona carismática consideran que ésta tiene alguna cualidad de carácter extraordinario que le concede santidad, heroísmo o ejemplaridad. Como puede verse, no se trata de la acepción de carisma como «encanto personal» que es habitual en castellano. Tampoco importa si la cualidad puede constatarse objetivamente: aunque la persona carismática tendrá que hacer por acreditar sus cualidades, lo únicamente importante es que lo consiga a los ojos de sus seguidores para evitar el repudio. No por ello debe creerse que hablamos de un poder débil, pues el reconocimiento del carisma no funciona como una autorización, sino que se convierte en un deber para los seguidores, consecuencia de esas cualidades extraordinarias y de la devoción que inspiran.

			Los miembros del aparato administrativo coherente con estas comunidades basadas en el sentimiento (los discípulos del profeta, el séquito del jefe guerrero, los portavoces del demagogo) son seleccionados por el líder carismático siguiendo su inspiración y en virtud de las cualidades carismáticas del seleccionado, no por una cualificación profesional específica. De hecho, en el tipo ideal puro no encontramos ni contratación ni salario, ni jerarquía, ni competencias delimitadas, ni privilegios. No hay órganos estables ni un derecho o reglamento aplicable por igual a todos los casos. Nada de esto puede darse, dado que la dominación carismática pura «es específicamente irracional, en el sentido de que es ajena a las reglas. […] tiene un carácter específicamente revolucionario» (Weber, 2007b: 118).

			Coherentemente, el poder alcanzado gracias a este tipo de dominación tiende a desdeñar la economía del día a día —que requiere regularidad y previsibilidad— y sobrevive gracias a ingresos excepcionales como el botín de guerra, la extorsión o las donaciones de un mecenas. Por todo ello, tiende a ser una forma inestable de dominación y a transformarse en alguna de las otras dos.

			
3.2. LA DOMINACIÓN TRADICIONAL


			En este caso, se considera que el poder es legítimo por estar enmarcado en una tradición a la que se atribuye un carácter sagrado. Existen por tanto unas normas tradicionales para designar al señor (o señores), a quien se obedece por la «dignidad» personal que dicha tradición le atribuye. La tradición misma permite al poder cierta discrecionalidad, que puede ser mayor o menor. Sin embargo, el dirigente no puede introducir nuevas normas que cuestionen la tradición (salvo que legitime el nuevo Derecho alegando que, en realidad, siempre estuvo vigente).

			Si existe un aparato administrativo a las órdenes del señor, su selección típica suele ser de carácter «patrimonial» (esto es, entre personas vinculadas al jefe por lazos previos de lealtad personal, sean familiares, esclavos, personal de la casa, clientes, etc.), aunque también puede ser no patrimonial (los validos o favoritos, vasallos, etc.). En todo caso, la selección tiene siempre una base personal. Las competencias tienden a no estar delimitadas de forma clara y de acuerdo a reglas objetivas, ni existe una jerarquización racional, ni un sistema de contratación reglada y libre (los servicios suelen ser obligatorios), ni está generalizado un aprendizaje profesionalizado. Tampoco existe un sistema de promoción establecido, sino que la discrecionalidad al respecto es la norma. No son habituales los salarios fijos y la remuneración ocurre habitualmente en especie.

			Este tipo de dominación suele permitir las intervenciones arbitrarias en lo económico, habitualmente de forma irracional, y fomenta las relaciones económicas tradicionales, obstruyendo el desarrollo del mercado y el uso del dinero. En último término, esto hace casi imposible el desarrollo del capitalismo.

			
3.3. LA DOMINACIÓN LEGAL


			En este tercer caso, la legitimidad del poder se basa en que éste se ejerce de acuerdo a un ordenamiento jurídico, es decir, bajo el «Derecho». Weber entiende por Derecho un sistema de reglas abstractas aplicadas siguiendo unos principios generales conocidos y por regla general instituidas para un fin. En definitiva, la dominación legal está «vinculada a reglas analizables intelectualmente» (Weber, 2007b: 118). Ésta es precisamente una de las principales vinculaciones del derecho con el valor racionalidad instrumental (adecuación de los medios a los fines).

			La legitimidad de las acciones del poder dependerá de que éstas se realicen obedeciendo al ordenamiento impersonal y de que las nuevas leyes se establezcan pública y correctamente desde un punto de vista formal, abstracto. Esta racionalidad formal se concreta principalmente a través de dos valores, la generalización del Derecho y su sistematización, y es específica del Estado moderno y del subtipo burocrático de dominación legal (Abellán, 2004: 66-71). Es decir, las normas no señalan a individuos o colectivos concretos, sino que se formulan de manera general y se regulan por medio de principios establecidos dentro del propio Derecho. Los miembros de la organización (y, a veces, incluso aquellos no-miembros que entran en el ámbito de poder de la organización, como puede ser el territorio en el caso de un Estado) obedecen solamente al Derecho, a un poder impersonal. Esto provee a la dominación legal de una estabilidad de la que carecen los otros dos tipos ideales, siendo capaz de perdurar por encima de la muerte o corrupción de las personas concretas.

			Por tanto, los gobernantes se encuentran sometidos a ese mismo ordenamiento, que regula la forma de acceso a los cargos, y que establece mecanismos para el control y supervisión del cumplimiento del Derecho, además de ámbitos delimitados objetivamente de los cuales está encargado —las competencias—. Quien ocupa el cargo, en todo caso, no lo posee, y rige el principio de lo escrito (se escriben las decisiones, las instrucciones, las propuestas, etc.). En la forma pura de dominación racional, los cargos «políticos», directivos, no son sino meros funcionarios.

			A continuación, en su exposición de «Los tipos de dominación», Weber desgrana las características del aparato administrativo típico de la dominación racional, legal —esto es, de la burocracia—, aclarando previamente que este tipo de aparato «es susceptible de aplicación universal», en el sentido de que puede combinarse con direcciones políticas cuya dominación dependa para legitimarse de los otros tipos: es decir, pueden ser dirigidas por jefes carismáticos, tradicionales o burocráticos de otras organizaciones (como los jefes de partido, que ocupan la dirección de los gobiernos parlamentarios) o de la propia organización (presidente plebiscitario). De nuevo: no se trata de que en la historia podamos encontrar la dominación legal de forma pura; Weber no quiere decir que existan burocracias perfectas (ni en el sentido valorativo ni en el sentido de que encajen perfectamente en el tipo ideal). Simplemente, está construyendo un instrumento de análisis a partir de valores y elementos que encuentra en la realidad.

			
3.4. LA BUROCRACIA


			Lo primero que debe tenerse en cuenta es que podemos hallar ejemplos cercanos al tipo ideal burocrático no solamente en las organizaciones políticas, sino también en otras organizaciones, como religiones (la Iglesia católica), grandes empresas capitalistas, partidos políticos o ejércitos. Las características de una burocracia y del funcionariado que la componen son5:

			— Sus miembros son libres en lo personal, y sólo deben obediencia en sus obligaciones oficiales. Es decir, existe una diferencia entre la vida privada o personal del funcionario y su actividad laboral.

			— Los funcionarios lo son por virtud de un contrato establecido tras una selección libre (esto es, mediante procesos competitivos más allá de vínculos personales y sin mediar coacción; no son esclavos ni personal de confianza). En algunos casos, especialmente en la empresa privada, pueden ser despedidos libremente; por su parte, el funcionario siempre tiene derecho a dejar el cargo.

			— Esta selección depende de la cualificación técnica, especializada, demostrada por los candidatos mediante exámenes y/o certificados que acrediten sus capacidades.

			— El funcionario no es propietario de los medios necesarios para la realización de sus actividades, ni tampoco del cargo en sí —aunque puedan estar protegidos legalmente para preservar su independencia, por ejemplo, mediante la perpetuidad en el cargo—. El trabajador de la empresa privada capitalista organizada burocráticamente no posee ni el puesto ni los medios de producción que utiliza en su trabajo, de la misma manera que el funcionario de un Estado no es dueño del bolígrafo, la máquina de escribir o el ordenador que utiliza. Estos medios pertenecen a la organización, en claro contraste con los artesanos o los «funcionarios estamentales».

			— Los funcionarios perciben una retribución monetaria en forma de sueldos, que son fijos y que se establecen según el nivel en la jerarquía y la responsabilidad del puesto. También menciona Weber la existencia de una pensión. Además, disfrutan generalmente de un estatus social superior al de los administrados. Según nos alejamos del tipo puro, aparecen los pagos en especie, las prebendas o beneficios que se derivan de fuentes que se tienen en propiedad, etc.

			— El cargo se trata como la actividad única o principal del funcionario. Visto desde la perspectiva del individuo: el funcionario depende de la conservación del cargo para mantener sus ingresos. Es decir, se encuentra en una posición de dependencia.

			— Las competencias oficiales que corresponden a cada cargo están delimitadas de forma clara, aprovechando las ventajas que ofrecen la especialización y la división del trabajo para el mejor cumplimiento de las órdenes y del ordenamiento. Traducido a la perspectiva individual: el funcionario no tiene ni competencias ni conocimientos sobre el todo, únicamente sobre su función, que se define de acuerdo a los objetivos a lograr.

			— Los cargos se organizan de acuerdo a una jerarquía claramente definida. En la cúspide del tipo puro encontramos, lógicamente, una dirección unipersonal.

			— Existe un sistema de promoción interna (la posibilidad de ascenso en la escala jerárquica) según la antigüedad y/o el rendimiento, conformando una «carrera administrativa». Las promociones las deciden los superiores, reforzándose así la disciplina.

			— Existe un control del comportamiento del funcionario en el cargo para asegurar que se respeta el Derecho y se cumplen las órdenes recibidas, exigiendo una disciplina estricta y sistemática. Este control es facilitado gracias al registro escrito de las acciones.

			Esta manera de organizar el aparato administrativo resultaría ser, desde un punto de vista instrumental y formal, la más racional de ejercer dominación; racional en el sentido de que asegura la obediencia del aparato de la forma más eficaz y eficiente posible: con una alta precisión, seguridad y estabilidad, facilitando la previsión y, por tanto, la calculabilidad. Racional, también, en términos formales, pues se siguen normas generales, impersonales, reguladas por principios abstractos.

			
4. LA RACIONALIZACIÓN DEL MUNDO: MODERNIDAD Y CAPITALISMO

			Weber entiende que Occidente está embarcado en un proceso de racionalización que lo caracteriza y que se desarrolla mediante la Ciencia y la técnica «desde hace milenios» (Weber, 2009b: 70; Weber, 2012a: 327-340). Esto, desde luego, no significa que todo el mundo sepa hoy cómo funciona un avión o un ordenador, pero sí que, si se desea, se puede conocer. Pero, sobre todo, lo que significa es que existe la creencia en que esto se puede conocer. En definitiva, la racionalización implica que se han ido abandonando los medios mágicos, debido a que se confía en la posibilidad de dominar el mundo mediante el conocimiento y el cálculo. Este proceso de racionalización o «desmagificación» (Entzauberung), que se produce en todos los ámbitos, tiene un particular impacto sobre el poder político, pues se ve privado del recurso a legitimaciones de origen divino.

			Puede entenderse que «modernidad» incluye tanto el proceso acelerado de racionalización del mundo de los últimos siglos como también el sistema de creencias que lo motiva y sus consecuencias. Pues bien: la burocratización no es sólo parte del proceso de modernización, sino que además parece existir entre ambos una relación de mutua implicación. Por un lado, la burocracia no es sino la forma más racional de organizar la obediencia del aparato administrativo que la humanidad haya encontrado. Pero, además, la burocracia requiere de algunas condiciones de transporte y comunicación propiamente modernas: trenes, telégrafos o teléfono son medios de los que esta burocracia se muestra cada vez más dependiente (Weber, 2007b: 81).

			Además, debe tenerse en cuenta que el surgimiento de la administración burocrática es el germen del Estado occidental típicamente moderno (Weber, 2007b: 78), esto es, de un tipo (ideal) de organización con poder centralizado e institucionalizado que, a través de un aparato administrativo y «dentro de un determinado territorio […] reclama para sí (con éxito) el monopolio de la violencia física legítima» de manera continuada para el cumplimiento del ordenamiento (Weber, 2007a: 56; Weber, 2006: 165). Los grandes Estados, para ser viables, requieren de una administración racional eficiente, especialmente desde el surgimiento de la sociedad de masas, que termina por hacerla «completamente indispensable». Dado nuestro contexto, dice Weber, sólo tenemos dos alternativas: «o administración burocrática o “amateurismo administrativo”». Este amateurismo, menos eficiente, había predominado en EEUU hasta los tiempos de Weber, quien ya anunciaba el inicio de su ocaso (Weber, 2007b: 79; Weber, 2008a: 292-295).

			Desde luego, no puede olvidarse que existieron estructuras cercanas al tipo ideal burocrático anteriores al Estado moderno, tanto en Egipto (Imperio Nuevo), como en el Principado Romano tardío, así como en la Iglesia católica romana (especialmente desde el siglo IV) o en China desde el tercer siglo antes de Cristo. Sin embargo, ninguno de estos casos alcanza la pureza del Estado europeo moderno o de la gran empresa capitalista moderna.

			Con respecto a la modernización económica, ya hemos mencionado que «la dominación carismática es un poder típicamente antieconómico» (Weber, 2007b: 119), y también los problemas que el tipo de dominación tradicional genera para el desarrollo del capitalismo. Aunque capitalismo y burocracia tengan orígenes históricos diferentes, un capitalismo desarrollado requiere de la burocracia, pues ésta permite la estabilidad, previsibilidad y seguridad que aquél requiere, empezando por un marco legal claro. Y, a su vez, la burocracia presupone la libertad económica del capitalismo, que además resulta la base económica más racional para la primera; la que mejor permite la adquisición del excedente económico de naturaleza monetaria que es necesario para su mantenimiento (Weber, 2007b: 80-81). Los intereses económicos en que se produzca este desarrollo hacia el capitalismo y la burocracia desempeñarían un papel fundamental en su promoción, aunque no definitivo, como muestran aquellos casos históricos en los que las ideas han desviado significativamente el impulso de esos intereses. Así habría ocurrido, por ejemplo, con el confucianismo chino y su prohibición de que el hombre sea utilizado como mero instrumento (Weber, 2012a: 358).

			Por otro lado, Weber advierte de que deshacernos del capitalismo mediante el recurso al socialismo no nos libraría de la burocracia, pues la «economía moderna no se puede dirigir de otra manera» (Weber, 2008a: 297). En realidad, como el tiempo demostraría, implantar el socialismo requeriría un incremento de la burocracia, tanto en su extensión (al adquirir mayores competencias) como en su intensidad (siendo sus normas aún más firmes) (Weber, 2007b: 79, 81). Al fin y al cabo, «lo que incita a la burocratización es, todavía más que la dilatación extensiva [territorio] y la cuantitativa [personas, masa], la ampliación intensiva y cualitativa y el desarrollo interno de las tareas administrativas» (Weber, 2005: 182). A más tareas centralizadas, mayor burocratización.

			Esta capacidad de la dominación legal en general y de la burocracia en particular para retroalimentarse como no lo hace ninguna otra forma de dominación, genera una base «mecánica» independiente de su inicial impulso religioso, de «los valores espirituales más elevados de la cultura» que lo habrían puesto en marcha. Este «espíritu coagulado» del capitalismo y la inercia que caracteriza a la burocrática convierte a ambos en unas «máquinas» que anuncian «el armazón de la servidumbre del futuro», al menos mientras nuestro único valor sea «una Administración técnicamente buena» (Weber, 2008b: 115). Nace así la añoranza de un tiempo pasado en el que los especialistas no habían sustituido aún al hombre de cultura «pleno y hermoso» y en el que ser un profesional, un especialista, era un deseo autónomo, y no una imposición «irresistible» de las circunstancias (Weber, 2012b: 272-274)6. Aparece de esta forma el problema de la autonomía en relación con la modernidad y, consecuentemente, en nuestros términos7, de la democracia en relación con la burocracia.

			Sólo el empresario capitalista, propietario de su cargo y, por lo tanto, responsable con su patrimonio de sus errores, parecería inmune frente al avance omnipresente de la dominación burocrática, ya que (dado tan alto interés) suelen ser los más competentes en la materia y guardan con celo sus propios secretos (Weber, 2007b: 82). Pero ¿qué ocurre con la política democrática?

			
5. LA RELACIÓN ENTRE BUROCRACIA Y DEMOCRACIA: FUNCIONARIOS Y POLÍTICOS

			Los procesos de burocratización y de democratización (entendida como extensión del sufragio), a pesar de la aparente contradicción, para Weber van de la mano. Por un lado, la burocracia conlleva una tendencia hacia la nivelación (Weber, 2007b: 82), pues su criterio de selección no responde a estructuras estamentales o a privilegios, sino al conocimiento y mérito. En consecuencia, la burocratización amplía la base de reclutamiento en su búsqueda de los mejores especialistas, vengan de la clase que vengan. Al mismo tiempo, eso sí, favorece una «plutocratización», pues ese conocimiento especializado requiere de unos estudios que se prolongan cada vez más en el tiempo, con el consiguiente coste (que en todo caso podría ser asumido por el Estado). No obstante, el buen funcionario, como la ley, trata a todos por igual, pues cumple su labor sin odio ni pasión; simplemente, por el cumplimiento del deber en sí (Weber, 2007b: 82). En este sentido, los no privilegiados de casi cualquier sistema tienen interés en avanzar en la burocratización.

			Por otro lado, el proceso de democratización —es decir, la progresiva ampliación del sufragio— favorece el desarrollo de burocracias en, al menos, dos sentidos. Por un lado, de nuevo, porque esta extensión del sufragio va en la misma dirección que el proceso de burocratización, en tanto que ambos implican la eliminación de los privilegios de clase para ocupar cargos (administrativos y políticos, respectivamente). Por otro, Weber muestra cómo la extensión del sufragio en Inglaterra (y, poco a poco, también en Estados Unidos) había empujado a que los partidos se burocratizaran cada vez en un grado mayor para poder llegar a las masas de una forma eficiente. En un sistema competitivo como es una elección, la superioridad técnica de la burocracia conllevaba una ventaja clave a la que los partidos no podían renunciar una vez se hizo necesario alcanzar con sus mensajes a las masas, que ahora eran incorporadas a la actividad política institucional (Weber, 2007a: 100-116). En este sentido, dice Weber, la burocracia «es en todas partes la sombra inevitable de la “democracia de masas”» (Weber, 2007b: 83).
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